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Por Samanta Salvatori y Josefina Oliva 

La DIPPBA y el gatillo fácil: 
el caso de Agustín Ramírez

Desde su creación, en 1956, la Dirección de Inteligencia de la Policía de la Provincia de Buenos Aires (DIPPBA) 

se dedicó a la persecución y espionaje de los militantes políticos, sociales, trabajadores y ciudadanos en general 

del territorio bonaerense. En los años previos y durante la última dictadura militar este organismo tuvo un rol muy 

importante en la circulación de información y en acciones vinculadas al terrorismo de Estado. Si bien muchas de las 

instituciones creadas o fortalecidas durante el gobierno dictatorial fueron disueltas o transformadas con el adveni-

miento de la democracia, la DIPPBA siguió funcionando. Durante estos años -hasta su disolución, en 1998- quizás 

tuvo un lugar más secundario dentro de las fuerzas policiales, pero lo cierto es que los agentes continuaron haciendo 

inteligencia, fichando y archivando la información para ser usada por el Estado. 
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Desde mediados de los ochenta hasta 1998, gran parte del 
material se relaciona con espionaje vinculado a denuncias 
por muertes perpetradas por las fuerzas de seguridad o, 
como se los conoce comúnmente, casos de gatillo fácil. El 
trabajo de inteligencia y la búsqueda de datos de cada caso 
registrado por la DIPPBA comenzaban a partir del momento 
en que los hechos eran informados a la Central. Podía produ-
cirse a partir de varios canales: un parte de una delegación 
o una comisaría, el relevamiento rutinario de los medios de 
comunicación, el registro de las protestas callejeras y las 
denuncias formuladas en las mismas comisarías, los infor-
mes referidos a las acciones que emprendían familiares de 
víctimas y organizaciones sociales y de derechos humanos. 
Luego, la atención se centraba en los antecedentes de las 
víctimas y en las organizaciones que denunciaban, en cada 
reunión que mantenía un familiar para dar con el paradero de 
su ser querido, en las marchas, en las conferencias y charlas, 
en la obtención de afiches y volantes -que la DIPPBA ordena-
ba sistemáticamente-, en el mapeo de personas de referen-
cia (abogados, dirigentes políticos) que guardaban relación 
con los hechos. Todos estos procedimientos muestran con 
nitidez la persecución sobre familiares, amigos, abogados, 
organismos y agrupaciones que emprendieron la lucha por 
el esclarecimiento de los casos de “gatillo fácil”. Los legajos 
que se encuentran en el Archivo de la DIPPBA de casos como 
la masacre de Budge, Miguel Bru, Andrés Núñez, Maximi-

liano Albanese, la masacre de Dock Sud -entre tantos otros 
ocurridos en democracia cuya responsabilidad recae en las 
fuerzas de seguridad de la provincia de Buenos Aires- dan 
cuenta de estos mecanismos de inteligencia. 
Algunos de estos legajos están ubicados en una sección del 
archivo denominada DS (delincuente subversivo). Por ejem-
plo, pueden encontrarse las siguientes referencias: Homicidio 
en riña en Ingeniero Budge, Enfrentamiento en Avellaneda: 
abatidos 3 delincuentes (caso dock sud); Solicitud de infor-
mes de Menores Muertos Por personal policial; Festival en 
San Fco. Solano organizado por la Comisión Amigos y Fami-
liares del Padre Agustín Ramírez (sic); Comisión de familiares 
de víctimas de la violencia policial, judicial e institucional 
(COFAVI)lanza campaña en el Gran Bs. As.; Marcha contra 
la represión policial. Organizada por la CORREPI: 28/IX/95; 
-Gestión de legisladores ante magistrados de la justicia por 
hechos policiales dudosos”; “Comisión contra la violencia 
policial”. Estos, como otros tantos legajos, permiten analizar 
no sólo la sistematicidad de la inteligencia realizada, los mo-
dos en que se utilizaba la información y las maneras en que 
se siguió construyendo la figura del “delincuente subversivo” 
sino también indagar en las formas de funcionamiento de la 
propia fuerza policial durante esa época. 
En este dossier abordamos el análisis de cómo actuó la DIPPBA 
ante el caso del asesinato de Agustín Ramírez, y cuáles las 
conexiones que pueden realizarse a partir de los informes de 
inteligencia realizados previa y posteriormente a su muerte. 

Agustín Ramírez
Durante la última dictadura, en la Argentina se llevaron adelan-
te diversas medidas y reglamentaciones tendientes a expulsar 
hacia la periferia a los sectores más pobres que vivían en la 
ciudad de Buenos Aires. La erradicación de villas, el aumento 
de alquileres, la sanción del código de planeamiento urbano 
que restringía las posibilidades de construcción y las nuevas 
disposiciones para los loteos que tendían a facilitar la edifi-
cación de los futuros countries produjeron un escenario de 
pauperización de vastos sectores de la población, afectando 
las posibilidades habitacionales de los más carenciados. El ac-
ceso a la tierra y la vivienda fue uno de los problemas que más 
impactó en aquella época a los vecinos de Quilmes. 
En ese escenario social creció Agustín Ramírez. Desde tem-
prana edad, se preocupó por la pobreza que se vivía en el 
barrio y se acercó a la militancia desde la Parroquia de Itatí. 
Allí estaba el padre Raúl Berardo, quien tuvo un rol acti-
vo en la toma de tierras durante 1981 y resistió el desalojo 
de las familias instaladas en los asentamientos. Desde esa 
orientación es que Agustín fue militante cristiano de base 
de las comunidades eclesiales de San Francisco Solano. Por 
aquel entonces participaba en el grupo “Gente sin techo” y 
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publicaba Latinoaméricagaucha, una revista que sirvió como 
herramienta para la denuncia y difusión de los negociados e 
irregularidades de las inmobiliarias de la zona. 
La DIPPBA estuvo alerta no sólo a la toma de tierras sino 
también al espionaje de quienes estaban involucrados en la 
militancia de la zona. En el Archivo hay información sobre 
diferentes procesos de ocupación de tierras, desde mediados 
de los ochenta hasta fines de la década de los noventa. En los 
informes realizados por los agentes se detalla quiénes son los 
ocupantes de las tierras (cantidad de familias, origen social y 
nacionalidad), se identifica si la toma es promovida por algu-
na agrupación y su orientación política, quiénes denunciaron 
la usurpación, se menciona a los dueños de los predios y 
el posible desarrollo del conflicto. En esos informes hay un 
claro seguimiento a la ocupación de tierras en el partido de 
Quilmes de las que participó activamente Agustín. 
El 5 de junio de 1988 Agustín Ramírez y Javier Sotelo, un 
joven vecino del barrio, fueron asesinados en el barrio San 
Martín, cerca de donde vivían. Horas antes, Agustín había 
salido a buscar postes para marcar uno de los asentamientos 
en los que militaba, Tierras de Jerusalén. Según narraron 
los testigos, un grupo de hombres se lo llevó y lo golpeó. 
Su mamá, Francisca, dijo que cuando fue a reconocerlo a la 
morgue pudo ver en su cuerpo las marcas de la tortura.
Unos días antes de su muerte, el 24 de mayo de 1988, Agustín 
denunció al personal de la comisaría de Rafael Calzada por 
reprimir a la gente que el 9 de abril había intentado ocupar 
un predio de diez hectáreas, cuya propiedad se la adjudicaba 

una inmobiliaria que también decía ser dueña de las Tierras 
de Jerusalén. En uno de los legajos del Archivo se expresa: 
“Merece acotarse que el día anterior -09ABR88- unas 400 per-
sonas, provenientes de la Isla Maciel, Dock Sud, Quilmes, etc, 
pretendieron ocupar -previo romper un muro de hormigón que 
cercaba- una superficie de unas diez hectáreas de propiedad 
privada, ubicadas en Donato Álvarez y San Martín de Rafael 
Calzada, empero el alerta de los vecinos posibilitaron la in-
tervención de fuerzas policiales juntamente con el juez, que 
realizaron el inmediato desalojo de los intrusos, frustrando 
el propósito de éstos”. Es la propia DIPPBA la que vincula la 
muerte de Agustín con esos hechos; en un informe enviado 
por la Delegación de Lanús a la Central, apenas un día después 
del asesinato, se lee: El citado Ramírez fue uno de los princi-
pales cabecillas de un grupo de personas que se dedicaba a 
captar carenciados sin lugar de residencia para introducirlos 
en terrenos fiscales y así radicar asentamientos. Otro dato a 
tener en cuenta sería que el occiso había efectuado una denun-
cia en un Juzgado de Banfield, en contra del personal policial 
de Rafael Calzada, a raíz de un procedimiento efectuado por 
los mismos, donde según lo denunciado, se habría ejercido la 
violencia en momentos que se desalojaba a los intrusos de un 
asentamiento ilegal, efectuado en la zona de referencia.
El 8 de junio la DIPPBA informó que la publicación dirigida 
y distribuida por el propio Agustín, Latinoamericagaucha, 
se dedicaba a -denunciar irregularidades cometidas por una 
inmobiliaria de la zona. Esta situación reconoce un hecho 
anterior producido el día 9 de abril ppdo. Cuando aproxima-
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damente 500 familias afectadas por las inundaciones inten-
taron radicarse en un predio de diez hectáreas de extensión, 
ubicado en Rafael Calzada, propiedad de Alberto…. Debido a 
la denuncia formulada, personal policial procedió al desalojo 
de los intrusos lo que originó un incidente entre las partes 
y que derivó en una denuncia radicada en el Juzgado N° 2 
de Lomas de Zamora, DR. Beltramo, por parte de integrantes 
del grupo GENTE SIN TECHO. (Legajo 27910. Archivo DIPBA 
/ DS / SF / Varios, -Homicidio de Javier Santos Sotelo y José 
Agustín Ramírez. San Fco. Solano”. Foja 14).
A estos informes le suceden varios documentos que demues-
tran el accionar de inteligencia no sólo sobre las víctimas 
sino también sobre sus familiares, amigos y abogados invo-
lucrados en la denuncia del asesinato. Uno de los primeros 
informes (realizado por la delegación de Quilmes) detalla el 
momento en que los padres hacen las denuncias y reconocen 
los cuerpos de sus hijos; se presentan datos personales de 
los jóvenes (edad, ocupación y domicilio) y datos de su mi-
litancia en la organización Comunidad Eclesiástica de Base. 
Luego hay una serie de reportes que brindan más datos so-
bre la militancia de Agustín. También hay un relato de los 
hechos: qué hicieron horas antes del asesinato, con quién 
estuvieron, los primeros datos brindados por los amigos y 
familiares, un plano con la ubicación de sus casas y la capilla, 
los lugares en los que fueron hallados sus cuerpos. También 
hay información sobre el abogado a cargo, quien en sus de-
claraciones sostiene que el asesinato de Agustín y Javier no 
es un hecho aislado sino que guarda relación con otro caso: 
la masacre de Budge. En los legajos hay otros documentos, 
como un comunicado de prensa solicitando el esclarecimien-
to del asesinato por parte del obispado de Quilmes, una carta 
de familiares al gobernador Antonio Cafiero y varios recortes 
de diarios. Este material, tanto el producido como el reco-
lectado por la DIPPBA, se aboca a identificar quiénes son las 
personas y en qué circunstancias denunciaron el accionar 
violento de la policía bonaerense; hay detalles de la identidad 
de las personas y su pertenencia institucional, militancia, si 
son políticos o diputados. 
La inteligencia sobre este caso sigue hasta 1996. Por esos 
años, los agentes de la DIPPBA comenzaron a asociar los 
actos de la comisión de familiares y amigos de Agustín Ramí-
rez con otros casos que denunciaban a la policía por hechos 
de violencia y el asesinato de jóvenes. Este registro no sólo 
comprueba que el Estado investigó a Agustín Ramírez como 
militante político y social sino también cómo siguió persi-
guiendo, observando, clasificando la información de quienes 
hacían visible la violencia de la policía bonaerense. 
En un informe sobre un festival a beneficio de los familiares 
de Agustín Ramírez que se realizó en San Francisco Sola-
no en el año 1996 se revela claramente la responsabilidad 

policial. En un apartado sobre los antecedentes de Agustín 
se expresa: “Es de destacar, que el nombrado Ramírez fue 
militante de la Comunidad Eclesial de Base (dependiente del 
Obispado de Quilmes), apoyo de Jorge Novak; se destacó 
por su participación en los grupos Los sin techo; fundó el 
asentamiento Tierras de Jerusalén de 8 hectáreas en Alte 
Brown; fue el primero en objetar el servicio militar obligato-
rio. Este militante de izquierda fue abatido el 05-06-88 por la 
policía de la provincia de Buenos Aires.
A Agustín lo asesinaron por luchar junto a los que no tenían 
y buscaban un lugar para vivir. Sus familiares, compañeros y 
amigos pelearon desde el primer día para que los hechos no 
quedaran impunes. “No fue un ajuste de cuentas entre pato-
tas, fue un asesinato”, enunciaban los primeros volantes que 
realizaron para dar batalla a las versiones que se leían en 
los medios de comunicación. La causa judicial fue cerrada a 
pesar de los numerosos testigos del hecho. El único acusado 
fue un ex policía federal, a quien todos en el barrio conocían 
como “El Chanchero”, porque se dedicaba a cuidar animales. 
El hombre no fue condenado sino recluido en una institución 
psiquiátrica, y luego salió en libertad. 
A 27 años de los hechos, familiares y amigos de Agustín 
Ramírez continúan trabajando para que se haga justicia. En 
junio de 2014 organizaron un juicio ético y político en la Uni-
versidad Nacional de Quilmes con el propósito de reconstruir 
lo sucedido, reunir a los testigos y clarificar la información 
que se tiene sobre su muerte. El Tribunal estuvo  conformado 
por representantes de la lucha por los derechos humanos 
que durante más de tres horas escucharon los testimonios.
Así como durante la década del noventa se desarrollaron los 
juicios por la verdad para reunir información sobre el destino 
de los desaparecidos, el juicio desarrollado en Quilmes fue 
pensado como una herramienta del “derecho a la verdad” 
y el “derecho a saber”, ambos de reconocimiento univer-
sal. Además, sirvió para dar a conocer y poner en debate 
aquellos principios y preocupaciones que llevaron a Agustín 
a brindarse al prójimo desinteresadamente, hecho que final-
mente le costó la vida aquel fatídico 5 de junio.
En este marco, ante la lucha de los Familiares y amigos de Agus-
tín por reconstruir y dar visibilidad a los hechos, los documentos 
del archivo de la DIPPBA que dan cuenta de la persecución po-
licial que él venía sufriendo, se convierten en una pieza funda-
mental para continuar ese camino de verdad y justicia.

Samanta Salvatori es licenciada en Sociología, 
docente en Universidad Nacional de La Plata y 
directora del programa de Investigación de la CPM. 

Josefina Oliva trabaja en el programa de 
Investigación de la CPM.
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